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civitic es la red universitaria de estudios urbanos de ecuador, creada a partir del evento hábitat 3 
alternativo, realizado en Quito en octubre de 2016. civitic también es una red académica y 
de investigación registrada en el sistema de educación superior y en el sistema nacional de ciencia, 
tecnología, innovación y saberes ancestrales, con el código reg-red-18-0065, emitido mediante 
acuerdo n.º senescyt-2018-040, de la secretaria de educación superior, ciencia, tecnología e innovación 
de ecuador, del 27 de junio de 2019. además, civitic es miembro de pleno derecho de la federación 
iberoamericana de urbanistas (fiu), desde el 30 de septiembre de 2019.

Actualmente, civitic está conformada por 49 profesoras y 38 profesores de temáticas urbanas, 
metropolitanas y regionales, repartidos en 21 universidades públicas y particulares de 8 ciudades 
ecuatorianas: flacso ecuador, Pontificia Universidad Católica del Ecuador (puce) sedes Quito e 
Ibarra, Universidad Católica de Cuenca (ucc), Universidad Católica de Santiago de Guayaquil 
(ucsg), Universidad Central del Ecuador (uce), Universidad de Cuenca (ucuenca), Universidad 
de Guayaquil (ug), Universidad de los Hemisferios (uhemisferios), Universidad del Azuay (uda), 
Universidad Internacional del Ecuador (uide) sedes Quito y Loja, Universidad Internacional 
SEK Ecuador (uisek), Universidad Laica Eloy Alfaro de Manabí (uleam), Universidad Nacional de 
Chimborazo (unach), Universidad Nacional de Loja (unl), Universidad Regional Amazónica Ikiam 
(ikiam), Universidad San Francisco de Quito (usfq), Universidad Técnica Particular de Loja (utpl), 
Universidad Tecnológica Indoamérica Sede Quito (uti) y Universidad UTE (ute). 

La agenda anual de civitic se compone de 4 partes: 01. conversatorios. entre marzo y octubre de 
cada año se presentan 8 encuentros mensuales. los 4 primeros son de temáticas libres y los 
otros 4 son de investigación. 02. congresos ecuatorianos de estudios de la ciudad – congresos cec. 
se desarrollan anualmente en distintas ciudades de Ecuador, tanto en modalidad presencial 
como semipresencial y virtual. 03. colección ecuatoriana de estudios sobre la ciudad – colección 
civitic, primer proyecto editorial, que reúne publicaciones académicas resultantes de los congresos 
cec. 04. revista ecuatoriana de estudios sobre la ciudad – revista civitic. segundo proyecto editorial, 
que publica artículos científico-sociales y ensayos académicos en siete secciones. Hasta hoy, civitic ha 
presentado 35 conversatorios, 3 congresos en Cuenca (2017), Guayaquil (2018), Loja (2019) 
y Tena (2020). 5 tomos para la colección civitic y 5 números para la revista civitic. Además, ha 
organizado 3 seminarios de investigación y más de 15 eventos académicos, en asociación con 
otras redes académicas y de investigación en Ecuador y fuera de él. 

Más particularmente, la revista civitic, fundada en 2017, busca ser una herramienta para debatir 
sobre temáticas urbano-regionales ecuatorianas, principalmente. Está destinada a la comunidad 
científica y a personas, instituciones y organizaciones vinculadas con la planeación de ciudades 
y con el desarrollo de políticas públicas, sobre todo en Ecuador. La revista civitic está incluida 
en los catálogos de veintiún bibliotecas universitarias ecuatorianas, localizadas en Cuenca, 
Guayaquil, Ibarra, Loja, Manta, Quito, Riobamba y Tena. Además, en el fondo bibliográfico 
Flacso Andes, con alcance global. Cada revista civitic está constituida por siete secciones: 01. 
editorial, 02. tema de investigación, 03. temas varios, 04. entrevista, 05. relatorías, 06. reseñas y 07. 
bibliografía. Sus contenidos son presentados como artículos científico-sociales (secciones 03-04) 
o como ensayos académicos (secciones 05-07), después de haber sido sometidos a revisión de 
expertos mediante el sistema de doble ciego.

En octubre de 2018, civitic y el Programa Ciudades Intermedias Sostenibles (cis), implementado 
por la Cooperación Técnica Alemana (giz), invitaron al concurso nacional de apoyos para la escritura 
de artículos inéditos 2018-2019, cuyos reconocimientos consistieron en publicar los artículos 
seleccionados en la sección Tema de investigación de los números 5 y 6 de la revista civitic, de 
noviembre de 2020 y mayo de 2021, respectivamente. El Directorio civitic 2019-2021 agradece 
a giz por este aporte.
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05 | Informalidad urbana y políticas habitacionales en 
la ciudad de Guayaquil, Ecuador, 1990 y 20181

Urban informality and housing policies in the city of 
Guayaquil, Ecuador, 1990 and 2018

Patricia Sánchez Gallegos2

2 Arquitecta y máster en Estudios Urbanos. Candidata a doctora en Urbanismo en 
la Universidad Central de Venezuela. Correo electrónico: patriciasg60@hotmail.com

La informalidad urbana en Guayaquil es una de las más altas 
de América Latina y se ha constituido en el patrón de su 
crecimiento. El objetivo de este ensayo es reflexionar sobre la 
estrecha vinculación entre asentamientos informales y políticas 
habitacionales. En el marco de políticas públicas habitacionales 
neoliberales insuficientes e inadecuadas, el acceso informal al 
suelo y la vivienda se ha convertido en la única alternativa de 
vida para las familias de bajos ingresos; ante ello, el Gobierno 
local actúa con políticas de legalización de suelo y de dotación 
deficiente de servicios públicos y equipamiento que terminan 
estimulando la reproducción de la informalidad. A partir 
del análisis de datos oficiales, se aplica una metodología 
cuantitativa con el fin de medir el impacto de la política 
de vivienda social y legalización de suelo en la ciudad de 
Guayaquil.

informalidad urbana, políticas de vivienda, regularización urban informality, housing policies, regularization

Urban Informality in Guayaquil is one of the highest in 
Latin America and it has become the pattern of its growth. 
The objective of this essay is to reflect on the relationship 
between informal settlements and housing policies and the 
role they play in their production and reproduction. Within 
the framework of neoliberal and inadequate public housing 
policies; the informal access to land and housing have become 
the only life alternative for low-income families; to which the 
local government acts with policies of land legalization and 
poor provision of public services and equipment which end 
up stimulating the reproduction of informality. The dynamics 
of informal neighborhoods; however, reveal the potential 
for families to seek their habitat and could be an important 
contribution in the construction of social housing policies with 
a focus on human rights.

1 El presente ensayo se enmarca en la investigación “Transformaciones urbanas 
en territorios de asentamientos (in)formales”, que la autora desarrolla como tesis 
doctoral.

Resumen

Palabras claves: Keywords:

Abstract 

Recibido: 27/01/2020 | Revisado: 28/05/2020
Aceptado: 05/10/2020 | Publicado: 02/11/2020

CIVITIC Revista Ecuatoriana de Estudios sobre la Ciudad • n.° 5 • 2.° semestre • ISSN: 2588-0985 
Mayo - Noviembre 2020 • www.flacso.edu.ec/civitic

Páginas 61 - 76 

www.flacsoandes.edu.ec



Informalidad urbana y políticas habitacionales en la ciudad de Guayaquil, Ecuador (1990 y 2018)

62

ISSN
: 2588-0985

Páginas 61 - 76

N.° 5

Mayo - Noviembre 2020

Uno de los problemas urbanos más importantes 
de la ciudad de Guayaquil3 es su alto porcentaje de 
informalidad urbana4, derivado de un acelerado proceso 
de urbanización que la ciudad tuvo a mediados del       
siglo XX y que la convirtió en la más grande y poblada 
del Ecuador. Aunque ya no es el mismo de aquellos años, 
su actual crecimiento5 demanda 150 hectáreas anuales 
de suelo urbanizado. La informalidad se ha constituido 
en la forma predominante del crecimiento urbano, lo 
cual implica para la ciudad graves problemas sociales y 
de desarrollo urbano. En el año 2018, el presupuesto 
anual municipal fue de U$S 762 845 000, de los cuales 
439 millones se destinaron para zonas marginales que se 
regularizan (Expreso, 2017).  

Los asentamientos informales se manifestaron 
como un fenómeno masivo en Guayaquil a partir de 
los años 50, con la ocupación paulatina de los esteros 
y del manglar municipal hoy conocido como Suburbio 
Oeste6. Frente a la dificultad del relleno de los esteros, 
la informalidad se orientó hacia el sur y ocupó con 
población tugurizada y expulsada del casco central          
—sometido a un proceso de renovación urbana— la 
antigua hacienda El Guasmo (Valencia, 1982); hacia el 
norte de la ciudad también ocupó terrenos de la hacienda 
Mapasingue y Prosperina (Rojas et al., 1989) bajo una 
estrategia planificada, organizada y asistida técnicamente. 
El sur de la ciudad se saturó además con la ocupación de 
la Isla Trinitaria, facilitada por la construcción de la vía 
perimetral. 

Con límites geográficos de expansión de la ciudad 
hacia el sur, a mediados de los años 80 la informalidad 
avanzó hacia el norte, bajo una lógica negociada con los 
propietarios o bajo amenaza de “invasión”. El suelo era 
vendido a través de dirigentes barriales que cumplían 
también el rol de dirigentes políticos y que ya habían 
acumulado experiencia en asentar a los pobres urbanos, 
articular votos en favor de sus propias candidaturas 
y promover la aprobación de decretos y normas de 
legalización del suelo en el Congreso y la Asamblea 

Nacional. Para fines de los años 90, el suelo informal 
se compraba y se vendía en mercados informales de suelo 
donde se articulaban intereses económicos y redes 
clientelares del poder local, modalidad que se fortaleció 
en la primera década del siglo XXI en el noroeste de la 
ciudad (Sánchez, 2015).  

Frente a los asentamientos informales, la reacción 
del Gobierno —tanto local como  nacional— era 
ambigua: tolerancia o represión, aceptación o ignorancia, 
apoyo o rechazo, dependiendo de la coyuntura política. 
En los años 30, la municipalidad arrendaba tierras de 
su propiedad en el Suburbio Oeste a los moradores de 
bajos ingresos que lo solicitaban7, pero por el acelerado 
crecimiento de la ciudad8 y una estructura administrativa 
deficiente para atender la demanda de los arrendatarios, 
el sistema colapsó y derivó en ocupaciones informales 
de suelo9 que luego se masificaron (Valencia, 1982). En 
1967, en respuesta a las demandas poblacionales, se dictó 
el Decreto n.° 151, de Legalización de Asentamientos 
Informales, e inició una larga y potente política de 
legalización de tierras en Guayaquil. Sucesivos decretos 
de los años 1976, 1979, 1983, 1992, 1997, 2007, 2013 
y 2017 fueron consolidando la política municipal de 
reconocimiento de los sectores informales, asentados 
inicialmente en tierras públicas y luego en tierras privadas 
vendidas irregular e ilegalmente, cuya titulación, al 
tiempo que legitima estos actos, incorpora al mercado 
formal tierras antes consideradas ilegales (Sánchez, 
2015). Según el Arq. José Núñez, asesor de Urbanismo 
de la Municipalidad, la política de legalización del suelo 
que se presenta hoy como marco legal permite que la 
municipalidad de Guayaquil invierta en servicios públicos 
(Expreso, 2017). 

Esta informalidad altamente institucionalizada en 
la producción de la ciudad fue intervenida con la política 
de “cero tolerancia a las invasiones”. Para ello se expidió 
el Decreto Presidencial n.° 607 del 28 de diciembre del 
201010, que declaraba “Área Reservada de Seguridad bajo 
control de las Fuerzas Armadas” a 9300 hectáreas en la 

3 Guayaquil se localiza en la costa ecuatoriana. Su población urbana es de 
2 278 691 habitantes (INEC, 2010), y el territorio que ocupa dentro del límite 
urbano es de 34 000 hectáreas. 
4 Para el presente ensayo, definimos como “informalidad urbana” todos aquellos 
asentamientos poblacionales irregulares que surgen de facto por efecto de tomas, 
invasión o compraventa de suelo o propiedad estatal y/o privada, al margen del 
sistema jurídico de propiedad o de la normativa urbanística existente. Los an-
tiguos asentamientos informales han sido últimamente objetos de legalización de 
suelo y dotación de servicios básicos; los más recientes se encuentran en proceso 
de legalización.
5 La tasa de crecimiento anual entre el período censal 2001-2010 fue del 1,54 %, 
en tanto que en el período censal 1990-2001 fue del 2,51 % (INEC, 2010).

6 De acuerdo a AITEC, para 1950, el Suburbio Oeste poseía 30 563 habit-
antes y ocupaba un área de 200 hectáreas; para el año 1961, la extensión era de                 
823 hectáreas, un incremento del 311,5 %. A fines de los años 70, la población 
estaba cerca de los 500 000 habitantes.
7 La Ordenanza Codificada sobre Arrendamiento y Enajenación de Terrenos Mu-
nicipales data de 1932.
8 En el período intercensal 1950-1962, Guayaquil creció a una tasa del 7,3 %, una 
de las más altas de América Latina. Entre 1962-1974, la tasa descendió a 5,9 %.
9 En estricto sentido, la gente no accedía a “suelo”, sino a un pedazo de agua y 
manglar cuya habilitación demandó mucho esfuerzo de los moradores y del Esta-
do; por este motivo, la consolidación del Suburbio fue lenta y prolongada.
10 Disponible en: https://bit.ly/3jN0sz4.
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zona de Monte Sinaí donde se desarrollaban los nuevos 
asentamientos informales. La intervención tuvo el doble 
propósito de controlar “las invasiones” y proteger el plan 
hidráulico Daule-Peripa, cuyo canal de distribución de 
agua cruza por ese territorio.  

La zona intervenida presentaba una población 
aproximada de 80 000 habitantes, un área consolidada 
de 440 hectáreas —que serían regularizadas al dotarlas 
de servicios básicos y equipamiento—, y una gran 
zona de 2500 hectáreas, ocupada de forma dispersa                      
por 3622 familias que serían reubicadas en planes 
habitacionales a construirse en el sector. Sin embargo, 
luego de ocho años de intervención en el sector de Monte 
Sinaí, el Programa Nacional de Desarrollo Urbano, creado 
como proyecto piloto para la reversión de la informalidad 
bajo el paradigma del ordenamiento territorial en torno 
a una centralidad urbana y vivienda social (BID, 2011), 
ha mostrado grandes limitaciones11. Los indicadores más 
visibles son: 1) las familias siguen viviendo en las mismas 
condiciones previas a la intervención: sin agua potable, sin 
alcantarillado, sin vías asfaltadas, sin espacios de recreación 
y con servicios de salud y educación deficientes, pese a 
una inversión que bordea los 500 millones de dólares; y 
2) Monte Sinaí sigue recibiendo población informal en 
busca de suelo y vivienda, de ahí que haya duplicado su 
población en condiciones de alta vulnerabilidad social y 
ambiental.  

La producción de la ciudad y el rol del Estado  

La estructura actual de la mayoría de ciudades 
latinoamericanas es el resultado de la interacción 
contradictoria y compleja de lógicas sociales y económicas 
actuando históricamente. 

Por un lado está la lógica del Estado, que define la 
forma y la magnitud del acceso a la riqueza por parte de 
la sociedad. Mediante regulaciones y políticas, el Estado 
dispone cómo, dónde, en qué cantidad y por qué se facilita 
el acceso y el uso del suelo urbano, con lo que viabiliza 
la expansión de otras lógicas: por ejemplo, la lógica del 
mercado, que asigna la riqueza social mediante relaciones 
de cambio, gracias a lo cual convierte a la ciudad en objeto 
y soporte de negocios. 

Según la lógica del mercado, el acceso al suelo 
urbano depende únicamente de la cantidad de capital 

monetario y de la capacidad de ahorro de los individuos 
y grupos sociales. Aquí se encuentran quienes desean 
comprar y vender el suelo para diferentes actividades; 
una de las importantes es la de uso residencial (Abramo, 
2008). 

En condiciones de pobreza estructural, procesos 
urbanos dependientes y Estados deficitarios, surge una 
tercera forma de acceso a la tierra, que responde a la 
lógica de la necesidad. La necesidad se presenta como la 
motivación que impulsa a ciertos sectores sociales, que 
no logran cubrir su reproducción social a través de los 
ingresos, a generar procesos individuales y colectivos de 
ocupación del suelo, que por su carácter de “informal” 
no son reconocidos por el Estado (Abramo, 2012: 38). La 
carencia de recursos no solo se refiere a los económicos, 
sino también a los institucionales —como la no inserción 
o exclusión de un programa público, ya sea por su 
inexistencia o por una reglamentación inalcanzable para 
ciertos grupos sociales— y políticos —como la falta de 
visibilización social, situaciones conflictivas o la existencia 
de populismo—.  

La causa de la formación de asentamientos 
informales o irregulares se encuentra en los altos niveles 
de pobreza, en los bajos ingresos y en la informalidad 
ocupacional. Estas situaciones llevan a la precariedad 
estructural a una gran cantidad de población, que en 
consecuencia no puede acceder a la vivienda a través del 
mercado o de las políticas públicas (Clichevsky, 2009). La 
irregularidad se debe asimismo a un sistema urbanístico 
que genera procesos de segregación urbano-espacial, que 
a su vez estructuran y manifiestan relaciones desiguales de 
poder (Fernandes, 2008). Se calcula que el 70 % del suelo 
urbanizado en América Latina resulta del esfuerzo de sus 
habitantes por autoproducir sus espacios de vida (Olsson, 
2011). Mediante diferentes estrategias, los pobres urbanos 
han ido ocupando y adecuando grandes espacios urbanos, 
espacios agrestes —las ciudades actuales—, que, pese a sus 
deficiencias, fueron respuestas concretas a sus necesidades 
habitacionales.  

Las estrategias habitacionales de la familia 
popular se ejecutan a través de inversiones progresivas en 
la autoconstrucción del hábitat, en función de su ciclo 
familiar y la capacidad de recursos con que cuentan, 
activando todo tipo de dispositivos orientados a fortalecer 
el valor de uso de la vivienda (Bráñez et al., 2007). La 
mano de obra, el conocimiento y sus posibilidades 
financieras están orientadas a la conservación o mejora de 
su situación (Di Virgilio y Gil y de Anso, 2012). Estas 

11El Programa Nacional de Desarrollo Urbano y sus efectos será materia de otro 
ensayo, ya en preparación.

www.flacsoandes.edu.ec



Informalidad urbana y políticas habitacionales en la ciudad de Guayaquil, Ecuador (1990 y 2018)

64

ISSN
: 2588-0985

Páginas 61 - 76

N.° 5

Mayo - Noviembre 2020

lógicas se inscriben en redes de relaciones horizontales 
solidarias, que activan estrategias de vida, y en redes 
de relaciones verticales, que activan mecanismos de 
dominación-dependencia propios del clientelismo 
(Gutiérrez, 2012). 

A partir de los años 70 entró en crisis el modelo 
de acumulación capitalista, se puso en cuestionamiento el 
Estado de bienestar y se consolidó un nuevo modelo de 
políticas sociales que privilegiaban al mercado por sobre 
el Estado como medio más adecuado en la asignación 
de recursos. El rol estatal se redujo entonces a facilitar 
la participación de la empresa privada por medio de 
subsidios directos y focalizados en la lógica del mercado. 
En el campo de las políticas urbanas, por ejemplo, se 
propició la privatización de servicios e infraestructura      
—agua, energía, telefonía, recolección de basura, 
transporte, etc.—. 

En materia habitacional, el Estado se convirtió en 
facilitador del mercado. Luego de la política dictada por el 
Banco Mundial en “Vivienda: Permitir que los mercados 
operen”, la tendencia actual de las políticas públicas es 
la producción masiva de la llamada “vivienda de interés 
social” (VIS). El modelo consiste en el repliegue del Estado 
en cuanto a planificación y producción de la vivienda         
—su rol queda circunscrito a la provisión de un subsidio 
habitacional a la demanda, entregado directamente a la 
empresa constructora—, en la activa participación de 
la empresa constructora en la oferta de vivienda, y en 
créditos del sector financiero para su financiamiento, 
bajo la fórmula “Ahorro + Bono + Crédito = Casa”. Los 
Estados estimulan la oferta privada de vivienda social 
con subsidios para grupos de bajos ingresos (Sepúlveda y 
Fernández, 2006). 

Esta forma de producir vivienda, que opera en 
todo el mundo como modelo único de política pública 
—con particularidades regionales y nacionales—, 
ha significado la privatización de la vivienda social y 
ha contribuido a agravar las ya difíciles condiciones 
habitacionales de millones de habitantes del Sur global. 
Salvo Chile, país donde se ha podido incidir en la baja del 
déficit habitacional12, los resultados del nuevo modelo de 
política sectorial en la región se presentan acompañados 
de un aumento de la pobreza y/o un incremento de los 
asentamientos informales.  

Para contrarrestar los efectos negativos de la nueva 
política de vivienda, desde el Banco Mundial y el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) se impulsan 
programas de regularización de la tenencia de la tierra, 
inspirados en las tesis de Hernando de Soto, bajo el 
supuesto que el “capital muerto” que es el suelo ilegal 
se podría convertir, una vez legalizado, en un “capital 
activo” que garantizaría el acceso al crédito y, por tanto, 
la dinamización de la economía popular (De Soto, 2001). 

Bajo este paradigma, se aplicaron en América 
Latina —y con carácter masivo en Perú— políticas de 
regularización de la tenencia de la tierra. Tras evaluar         
25 años de aplicación de estas políticas, se concluye que 
la entrega masiva de títulos individuales no generó acceso 
a crédito por el bajo nivel de ingreso de sus propietarios; 
más bien, al priorizarse los aspectos legales —por 
ejemplo, la escrituración— por sobre los urbanísticos 
—infraestructura básica, equipamiento, etc.—, se 
legalizaron áreas de difícil habitabilidad, lo que puso en 
jaque al crecimiento ordenado de la ciudad (Calderón, 
2009; Fernandes, 2008; Clichevsky, 2009).  

Las políticas de legalización de la tierra no 
han podido resolver el problema de los asentamientos 
informales, ya que esta no se remite solo a la falta de 
escritura, sino también a la ausencia y/o deficiencia de 
servicios básicos —agua, alcantarillado, vías, etc.—, de 
equipamiento social —guarderías, escuelas, colegios, 
casas comunales, parques, etc.—, de una vivienda 
adecuada, de instrucción y calificación profesional, de 
generación de ingresos y de mejoramiento en general 
de las condiciones de vida. Las políticas de legalización 
del suelo tampoco han logrado detener el avance de la 
informalidad; al contrario, existe abundante investigación 
empírica (Smolka, 2002; Maldonado, 2007) que indica 
que actúan como un aliciente para nuevas ocupaciones 
informales. 

La informalidad, al constituirse en un fenómeno 
estructural, necesita ser enfrentada en el contexto 
más amplio del desarrollo y de políticas urbanas, y no 
solo a través de políticas marginales de legalización y 
regularización. Las políticas de regularización que no 
alteran las condiciones perversas en que se produce la 
ciudad, al no combatir las fuentes de la pobreza estructural, 
refuerzan la lógica de exclusión urbana y consolidan la 
permanencia de los más pobres allí donde el mercado les 
ha permitido instalarse (Clichevsky, 2009: 86). 

12 Chile es el único país de la región donde este modelo ha logrado bajar el déficit 
habitacional, aunque relativamente, pues existen nuevos problemas generados por 
este tipo de políticas (Rodríguez y Sugranyes, 2004).
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13 Disponible en: https://bit.ly/2F3axc6.
14 A inicios de los años 50, recordamos, comenzó el fenómeno masivo de la infor-
malidad urbana en Guayaquil.

El crecimiento de la mancha urbana muestra, además, 
que para el año 2018 un 46,31 % del suelo ocupado 
era de carácter formal, en tanto que el 53,39 % se había 
ocupado por la vía informal. Entre 195014 y 1990 (40 
años) se había constituido ya el 31 % del suelo informal, 
pero fue entre 1990 y 2018 (28 años) que se aceleró su 
crecimiento: a este período correspondió la formación 
del 69 % del suelo urbano informal. Esta magnitud y 
esta tendencia al crecimiento de la informalidad urbana 
están entre las cifras más altas en América Latina, y se 
han constituido en el patrón de crecimiento urbano de 
Guayaquil (Sánchez, 2015).  

A continuación, examinaremos el fenómeno de 
la informalidad en la ciudad de Guayaquil, en relación 
a las políticas habitacionales que ejecutan por una parte 
el Ministerio de Desarrollo Urbano y Vivienda (Miduvi) 
y por otra la Municipalidad de Guayaquil. Además, 

revisaremos la política de legalización de suelo informal, 
ejecutada por la Municipalidad de Guayaquil.  

Política de vivienda social del Ministerio de Desarrollo 
Urbano y Vivienda 

Según los datos censales de 2010, el parque habitacional 
de la ciudad de Guayaquil comprende 600 000 unidades 
habitacionales. El déficit acumulado de vivienda a ser 
reemplazada por su mala calidad es de 100 000 unidades, 
y la demanda de nuevas viviendas para estratos populares 
es de 6000 unidades por año (Sánchez, 2015). 

En los años 50, Ecuador institucionalizó su política 
de vivienda a través del Seguro Social y posteriormente de 
la Junta Nacional de la Vivienda y el Banco Ecuatoriano de 
la Vivienda, bajo el modelo del Estado de bienestar. Hasta 
1980, cuando cambió el modelo, el Estado construyó en 
Guayaquil 42 000 mil viviendas y otorgó 6000 créditos 
para mejoramiento habitacional en barrios populares. La 

Tabla 1: Población, suelo y densidad de la ciudad de Guayaquil, años 1990, 2001, 2010 y 2018 

Fuente: Adaptado del Sistema de Información Geográfica Municipal (SIGMU) de la Dirección de Ordenamiento e Infraestructura Territorial (DOIT). 

* Aquellas zonas que no han sido producto de tomas de suelo ni ocupaciones, o que para el año 1990 ya se encontraban regularizadas. El acceso al suelo se ha dado a través 
del mercado “legal” de suelo o de la política pública de vivienda social. 
** En contraposición a lo formal. 

Políticas de suelo y vivienda en la ciudad de Guayaquil  

Las cifras de la informalidad urbana  

El área urbana de la ciudad de Guayaquil comprende 
33 833 hectáreas, definidas mediante la Ordenanza 
Reformatoria de Delimitación Urbana, del 9 de diciembre 
de 199113. Para el año 1990, el suelo urbano ocupado 
era de 10 327,45 hectáreas, esto es, el 30,52 % del suelo 
urbano; para 2018, el suelo urbano ocupado aumentó a 

29 155,10 hectáreas (el 86,17 %). La población ha crecido 
en 1 092 064 habitantes entre 1990 y 2018. La densidad 
poblacional de este crecimiento urbano ha pasado de 
148,80 habitantes por hectárea (1990) a 90,17 (2018). 
Los datos revelan: 1) un agotamiento de suelo urbano 
considerado dentro del límite urbano y las implicaciones 
que se derivan de ello; y 2) una baja densidad poblacional, 
lo que estaría manifestando un crecimiento horizontal y/o 
disperso de la ciudad.
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15El sector inmobiliario no puede hacerlo por el costo del suelo y la urbanización.
16Según menciona en una carta a un posible donante un miembro del directorio 
de Hogar de Cristo.
17Hogar de Cristo ofrece viviendas de bambú, pisos de madera y cubiertas de zinc, 
de 23,52 m2, a ser montadas por los mismos propietarios. Vende la casa a crédito, 

orientación de este tipo de política habitacional privilegió 
a los sectores medios con capacidad de ahorro y pago, y 
generó un sistema de vivienda cerrado, con un producto 
terminado denominado “llave en mano” (Sánchez, 2015: 
74). A partir de los años 80 se configuró lo que sería 
una nueva política de vivienda de mercado en el marco 
del modelo neoliberal, vigente hoy en América Latina. 
En Ecuador inició en 1992, con el desmantelamiento 
de varias instituciones del sector y la concentración de 
todas las acciones de desarrollo urbano y vivienda en 
el ministerio homónimo. En 1994 se formuló la nueva 
Política Nacional de Desarrollo Urbano, Vivienda y 
Saneamiento Ambiental, en la que resalta el cambio del 
rol del Estado de ejecutor a facilitador de la actividad 
privada (Acosta, 2009: 53).  

En 1998, con un crédito del BID, se pone en 
operación la nueva política de vivienda a través del Miduvi, 
con la creación del Sistema de Incentivos de la Vivienda 
(SIV), un subsidio habitacional focalizado (bono) 
dirigido a la demanda, como mecanismo para estimular 
la producción de vivienda por parte del sector privado. 
En este nuevo modelo, la familia accede a una vivienda 
social que le ofrecen constructores y/o promotores 
inmobiliarios a precios de mercado, financiada con un 
crédito proveniente de las instituciones financieras; 
el bono cuenta como parte de pago del valor final de 
la vivienda, y se accede a él a través de un mecanismo 
trasparente de asignación que valora la situación social 
y económica de la familia. Por medio de esta nueva 
política de vivienda social de mercado, en Guayaquil, en 
el período 1998-2006, se entregaron 45 900 bonos de 
diferente modalidad y valor (ver Tabla 2). 

El monto del subsidio habitacional no fue 
suficiente para alentar al sector inmobiliario a ofertar 
viviendas para los sectores más pobres15; sin embargo, sí 
encontró un nicho en aquellas familias que postulaban 
con terreno propio. Esto ocurría en barrios populares, 
donde las familias pobres poseían lotes de terreno a los 
que accedieron mediante la ocupación o compra, y que 
luego fueron regularizados por la Municipalidad a través 
de políticas de legalización de suelo que convirtieron 
el suelo ilegal en legal. El subsidio fue operado por 
profesionales en libre ejercicio y calificados por el Miduvi 

como “entidades técnicas”, que lograron identificar 
las necesidades habitacionales de las familias pobres y 
articular el bono en soluciones de bajo valor económico 
pero significativas, en el contexto de asentamientos 
informales de alta precariedad del hábitat. Este bono sin 
duda consolidó los asentamientos informales existentes y 
reforzó la imagen de que la única vía de acceder a vivienda 
era conseguir un terreno en “una invasión”, legalizarlo a 
través de la Municipalidad y aplicar al bono ofrecido por 
el Miduvi.  

La modalidad del subsidio habitacional llamado 
“bono solidario” se canalizó a través de la ONG Hogar 
de Cristo, en el marco de un convenio para la entrega 
de 36 000 bonos de U$S 144 como parte de pago de 
las viviendas destinadas a familias de extrema pobreza 
(El Universo, 2003). En el año 2002, Hogar de Cristo 
trasladó sus instalaciones a la zona de Monte Sinaí, 
“donde había la suficiente cantidad de pobres”16, y llevó 
allí su prototipo de vivienda de fácil ensamblaje17; bajo 
esta modalidad, el Miduvi entrego 19 000 bonos. Sin 
duda, el efecto no deseado fue la consolidación de Monte 
Sinaí como un nuevo sector de informal urbana, lo que 
abrió las fronteras a nuevos asentamientos informales en el 
noroeste de Guayaquil. En 2010, el sector de Monte Sinaí 
fue intervenido con el Programa Nacional de Desarrollo 
Urbano como medida de control del tráfico de suelo y del 
crecimiento de la informalidad. 

El período comprendido entre 2007 y 2018 
corresponde al Gobierno del presidente Correa, que se 
caracterizó por: 1) mantener el subsidio habitacional 
como eje rector de la política de vivienda social; 2) duplicar 
el valor del subsidio e igualar este valor en todos los 
programas existentes18; 3) crear programas para población 
en situación vulnerable; 4) privilegiar los programas 
habitacionales, antes que la aplicación del bono en el 
terreno del beneficiario; y 5) fortalecer la participación 
de la empresa privada en la oferta de vivienda social. Se 
desintegró el proceso institucionalizado de asignación 
transparente del subsidio habitacional, y se dio paso a 
la organización de la demanda con la conformación de 
comités de vivienda que calificaban la contratación de los 
oferentes. Estos cambios permitieron una construcción 
masiva de viviendas en los tres primeros años del período, 

en cuotas mensuales de U$S 20. Para la venta de la vivienda y el otorgamiento del 
crédito, Hogar de Cristo exige una certificación de propiedad del terreno —otor-
gada por el vendedor informal— o la escritura, si existiera.
18En el período anterior, el subsidio era diferenciado: mayor para vivienda urbana 
nueva y menor para vivienda rural.
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con énfasis en la vivienda rural; sin embargo, la oferta 
sobreestimada y los mínimos de estándares de calidad con 
que se construía condujeron a que dejara de promoverse. 

Del año 2012 a esta parte, desde el Programa Nacional 
Socio Vivienda se pone énfasis en programas habitacionales 
orientados a generar ciudad. Para Guayaquil se proyecta 
la construcción de 14 000 soluciones habitacionales. 
Socio Vivienda 1 cubre la demanda histórica de vivienda 
nueva. Socio Vivienda 2 se creó para reubicar a las familias 
desplazadas de la zona de esteros del Suburbio donde se 
ejecuta el proyecto Guayaquil Ecológico19, que por las 
condiciones de desplazamiento forzoso y la mala calidad 
de la vivienda, rápidamente se convirtió en un gueto 
(Wacquant, 2007), con los más altos índices de violencia 
urbana registrados en la ciudad20. La etapa 3, que se está 
edificando con mejores estándares constructivos, está 
absorbiendo población que continúa siendo desplazada 
de la zona de esteros del Suburbio, además de la demanda 
histórica (Sánchez, 2018).

El programa Mi Primera Vivienda, por su parte, 
se creó con el fin de reactivar el sistema productivo. Con 
este fin se entregaron 5000 bonos a programas privados 

Así, el subsidio habitacional en terreno propio, tanto 
urbano como rural, desapareció desde el año 2012.

localizados en la vía Samborondón y en Daule, destinados 
a población de clase media alta. 

El Programa Nacional de Desarrollo Urbano 
(PNDU) se diseñó para revertir el fenómeno de la 
informalidad urbana —que incluye tráfico de suelo— 
en Guayaquil, y se aplicó en Monte Sinaí, considerada 
zona de expansión de la informalidad (BID, 2011). 
Plantea la intervención sobre 3000 hectáreas ocupadas 
informalmente, con planificación integral; la creación 
de una nueva centralidad urbana que concentre la 
oferta de servicios públicos para una población de                             
500 000 habitantes; la oferta de 50 000 viviendas de 
carácter público y privado para sectores de bajos recursos; 
y la regularización de 20 000 familias asentadas antes del 
año 2010. El pretencioso plan pretende reproducir a gran 
escala la política de vivienda social de mercado bajo la 
fórmula A + B + C = Vivienda, con un fuerte componente 
de subsidio estatal; este modelo se replica en la actualidad 
en Chile, Brasil y Colombia21.  

Al cabo de ocho años de ejecución del PNDU 
con una inversión de capital calculada en 300 millones 

Fuente: Adaptado de Sánchez (2015: 72).

Tabla 2: Programas habitacional del Miduvi, 1998-2018

19Para un conocimiento del proyecto Guayaquil Ecológico, revisar Sánchez (2018).
20Desde su creación en el año 2015, Socio Vivienda 2 ha sido militarizada tres 
veces. La última incursión policial fue en abril de 2019. La autoridad policial dijo: 
“Aquí no se necesita intervención policial, sino intervención social” (El Universo, 
2019; las cursivas son nuestras).

21Entre los años 2012 y 2015, el gobierno de Colombia construyó 100 000 vivien-
das sociales para población de bajos recursos (El Colombiano, 2018).
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* Proyecto urbanístico concluido. Siguen en construcción programas de vivienda. 

Tabla 3: Programas habitacionales municipales, 2002-2018

de dólares, los resultados son magros. Solo 1000 de las 
4000 familias accedieron a ser reubicadas en el Programa 
Ciudad Victoria; se han construido 78 viviendas nuevas 
en el Programa Las Marías, para reubicar a familias en 
situación de riesgo; y 100 viviendas del Programa Casa 
para Todos, en terreno propio. Se han urbanizado 
19 hectáreas22 y se ha legalizado a 200 familias. La 
implementación del PNDU ha implicado prácticas de 
desalojo, despojo, desplazamiento y reubicación23 de 
miles de familias (CDH, 2016), con el fin de liberar 
suelo en favor de proyectos inmobiliarios de producción 
masiva de vivienda social, tanto públicos como privados 
(Sánchez, 2019).  

Este proyecto ha generado una gran resistencia 
por parte de la comunidad, debido a la imposición de 
un modelo de desarrollo urbano que desconoce las 
formas de producción social del hábitat que las familias 
generan mediante la autoconstrucción de sus viviendas 
y comunidades, como mecanismos de supervivencia 
para superar su extrema pobreza. Al ser obligadas 
directa o indirectamente a aceptar la vivienda producida 
por las inmobiliarias, ya sea como producto social24 o 
como producto de mercado25, las familias hipotecan 

22 Se han construido veredas, vías, cableado de luz y redes de agua potable y al-
cantarillado que aún no entran en operación por la falta de agua en el sector. La 
comunidad se provee por medio de tanqueros.
23 Para el control de la informalidad, mediante Decreto Ejecutivo n.° 1227 de 28 
de junio del 2012, se creó el Comité Interinstitucional de Prevención de Asenta-
mientos Humanos Irregulares, con la finalidad de proponer políticas públicas para 
prevenir, ordenar y controlar los asentamientos humanos irregulares, coordinar la 
ejecución interinstitucional de dicha política y evaluar sus resultados.

24 Vivienda otorgada gratuitamente, totalmente subsidiada.
25 Vivienda social producida y ofertada por la empresa privada, que se financia a 
través de un crédito bancario, y que tiene un componente de subsidio estatal como 
parte de pago.
26 Aprobada por el M. I. Concejo Cantonal de Guayaquil el 22 de febrero de 2001 
y publicada el 10 de marzo del mismo año.

su subsistencia en un crédito que no pueden pagar, 
o en casas que no responden a sus necesidades. Las 
familias piden para sí los derechos de construcción que 
el PNDU plantea otorgar a las empresas inmobiliarias, 
y demandan cambios radicales en la intervención del 
Miduvi en el territorio (GIZ, 2018: 11). Contrariando 
los objetivos del programa, la zona de Monte Sinaí ha 
seguido reproduciendo la informalidad, ante la falta 
de alternativas reales acordes con las necesidades de las 
familias de bajos recursos.  

Política de vivienda social de la Municipalidad de Guayaquil 

En el año 2001, la Municipalidad de Guayaquil emitió 
la Ordenanza que Regula los Desarrollos Urbanísticos 
Tipo Lotes con Servicios Básicos26, que apuntaba a la 
producción de vivienda popular en terrenos declarados 
en peligro de invasión. Además, se creó el marco 
jurídico para que las constructoras privadas edificaran                             
60 000 soluciones, particularmente en la vía Narcisa de 
Jesús, la avenida Francisco de Orellana, la vía a Daule y 
otros sectores (La Revista, s/f ). 

Fuente: Adaptado de Sánchez (2015: 78).
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Fuente: Adaptado de Municipalidad de Guayaquil.

Mapa 1: Suelo informal y vivienda social en Guayaquil, 2018

Por medio de esta ordenanza, la Municipalidad ha 
desarrollado los programas Mucho Lote 1, Mucho             Lote 
2 y Mi Lote. Mucho Lote 1 (2002) se localiza contiguo 
a una de las más grandes zonas informales del norte de la 
ciudad, Bastión Popular, que en la actualidad se encuentra 
incorporada a la estructura urbana. La Municipalidad 
financió la construcción de la infraestructura con un 
crédito del Banco del Estado y vendió un 30 % de los 
lotes directamente a los beneficiarios, para que ellos 
construyeran la vivienda, y el 70 % a las empresas 
constructoras, para que la ofertaran. 

Mucho Lote 2 (2010), localizado en la autopista 
Terminal Terrestre-Pascuales, zona norte de expansión de 
la ciudad formal, desarrolla proyectos inmobiliarios para 
la clase media. La Municipalidad urbanizó y vendió la 
totalidad de los predios a cinco empresas constructoras 
para la construcción y venta de las viviendas. La banca 
pública ofertó líneas de créditos preferenciales al usuario 
final (Ordóñez, 2014). Este programa fue dirigido a 
sectores de clase media y media alta. 

Mi Lote (2011), ubicado de forma contigua al 
sector La Ladrillera, es una zona de nuevos asentamientos 
informales. Su objetivo es ofrecer alternativa de suelo 
urbanizado a población de bajos ingresos. El 30 % de 
lotes ofertados cumplió este fin y el resto de suelo fue 

vendido a la empresa constructora, que oferta viviendas                       
de U$S 40 000. La Municipalidad, además, ha 
comprometido 5000 terrenos para la construcción del 
programa Casa para Todos que ofrece el Miduvi.  

La característica de estos tres programas es que, 
a pesar de que sus objetivos están orientados a cubrir las 
necesidades de los grupos de bajos ingresos, terminan 
sirviendo a sectores de las clases medias y medias altas 
con capacidad de pago, por el costo de la vivienda y el 
enfoque de vivienda social de mercado con que estos 
programas se construyen, que implica la participación 
del capital inmobiliario y financiero y su lógica de 
rentabilidad. Aunque los programas municipales no 
reciben subsidio directo como los del Miduvi, sí son 
fuertemente subsidiados, y ofrecen a las empresas 
constructoras suelo urbanizado a costos relativamente 
bajos. De la totalidad de la vivienda municipal, el 80 % 
se oferta como vivienda terminada y el 20 % restante 
corresponde a suelo urbanizado adquirido directamente 
por las familias. Esta última modalidad, que permite a las 
familias ejercer libertad de construcción, y que sería la que 
más se acerca a la forma de producción social del hábitat 
de la familia popular, es poco estimulada, pues carece de 
acceso a crédito preferencial y asistencia técnica.

Suelo de origen informal
Vivienda social del Estado nacional
Vivienda social municipal
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Fuente: Registro Oficial.

Tabla 4: Decretos y leyes, base legal de la política de legalización de suelo en Guayaquil, 1967-2017

27 De Soto sostiene que el suelo informal es un pasivo inmobiliario que posee la 
gente, y que podría ser una fuente de recursos para la eliminación de la pobreza a 
partir de su incorporación al mercado formal a través de su legalización, para que 
sirva de hipoteca a créditos productivos (Calderón, 2011: 49). 

28 Aprobada el 11 de noviembre de 1997 y publicada en el Registro Oficial n.° 195, 
del 17 de noviembre de 1997.
29 Para la fecha, los asentamientos informales eran promovidos por conocidos di-
rigentes políticos vinculados al Partido Social Cristiano (PSC), como Jaime Toral 
y Carlos Castro.

Política de legalización de suelo de la Municipalidad de 
Guayaquil 

En 1967 se emitió el Decreto Legislativo n.° 151, para 
legalizar trece hectáreas del barrio Garay, donde iniciaron 
las “invasiones” que dieron origen al Suburbio Oeste. 
Fue impulsado por Assad Bucaram —entonces alcalde 
de Guayaquil—, con claras intenciones clientelares 
en respuesta a las demandas populares (Menéndez, 
1986). Sucesivos decretos se emitieron para corregir 
imperfecciones y arbitrariedades en la aplicación del 
Decreto 151 y para ampliar la legalización a nuevas áreas 
de ocupación informal que se seguían reproduciendo. 
A partir de 1978, con la apertura a la democracia, la 
legalización del suelo informal siempre estuvo presente 
en las demandas populares y en las agendas políticas; 
de ahí que la emisión de los decretos coincida con las 

En la administración de Febres Cordero, iniciada en 
1992, se declaró una reforma municipal integral orientada 
a mejorar los niveles de eficiencia administrativa, en 
el marco de las reformas del Estado promovidas por 
políticas neoliberales que demandaban a los Gobiernos 
locales la privatización de los servicios públicos. Los 
catastros actualizados se volvieron un requisito, con el 
fin de garantizar inversiones en obras de saneamiento 
ambiental por parte de organismos multilaterales como 
el Banco Mundial, el BID y el Banco Internacional de 
Reconstrucción y Fomento (BIRF), así como su posterior 
pago. La influencia a nivel latinoamericano de las tesis 
de Hernando de Soto27, que impulsó una masiva política 

coyunturas electorales y se presente como oferta electoral. 
El Decreto n.° 2740 se dictó al término del triunvirato, 
pero se perfeccionó posteriormente para ser aplicado a 
las antiguas zonas “urbano-marginales” y a las de reciente 
creación, como El Guasmo.  

Pese a la existencia de los decretos, amplias zonas 
de asentamientos informales permanecían sin poder 
legalizarse, debido a las deficiencias administrativas. La 
estructura municipal no estaba preparada para enfrentar 
la magnitud y complejidad de la legalización de suelo 
en la ciudad, al punto de ser una más de las actividades 
del departamento de Desarrollo de la Comunidad. A 
esto se suma la inestabilidad política en el Municipio de 
Guayaquil, que tuvo siete alcaldes en apenas trece años 
(1979-1992), lo que incidió en su crisis administrativa y 
económica.

de legalización de suelo en Lima, Perú, fue decisiva para 
emprender reformas sustantivas en el catastro urbano, que 
presentaba graves deficiencias por su desactualización.  

En este contexto, la Municipalidad de Guayaquil 
presentó al Congreso la Ley Expropiatoria28, denominada 
Ley 37, con el fin de legalizar amplias zonas del sur 
y norte de la ciudad, que comprendían alrededor de                    
12 800 hectáreas de asentamientos informales29. En 
esta ley, además, se incorporó la retención del 40 % del 
valor de expropiación a favor de la Municipalidad de 
Guayaquil. A diferencia de los anteriores decretos, esta ley 
estuvo orientada a dar viabilidad a una masiva legalización 
de suelo: con ella se afectaba a todas las áreas consolidadas 
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ocupadas informalmente —fueran públicas o privadas— 
que hasta el momento existían en la ciudad y que no 
habían sido integradas en los anteriores decretos. La 
legalización incluyó todos los usos de suelo existentes en 
los asentamientos informales —no solo el residencial—, 
cuyo valor subsidiado fijaba la ley. El valor del suelo de uso 
no residencial, así como el gravamen de las edificaciones 
levantadas sobre él, se acercaban a los precios de mercado; 
el objetivo de la ley era regularizar todo lo existente, 
aplicando valores diferenciados de acuerdo a la naturaleza 
del bien. 

Para este fin se creó la Dirección de Terrenos y 
Servicios Parroquiales de la Corporación Municipal, y 
se dictó la Ordenanza de Enajenación de Terrenos en los 
Sectores Urbanos Marginales de la Ciudad de Guayaquil. 
Además, se anularon todas las escrituras entregadas con 
anterioridad que no hubieran sido protocolizadas en el 
Registro de la Propiedad; podrían acogerse posteriormente 
a la Ley 37. Finalmente, esta ley incorporó aspectos de 
regularización urbanística, al articular la legalización 
del suelo con la provisión de servicios básicos; limitar la 
legalización a terrenos con frente mínimo de 4,5 metros, 
para garantizar un uso más racional del terreno; y negar 
la legalización a solares que se encontraran dentro de la 
franja de 1000 metros a cada lado del trasvase a Santa 
Elena30, con el objetivo de preservar esa obra y la seguridad 
de las familias.  

Es a partir de la promulgación de la Ley 37 y las 
reformas administrativas efectuadas en la Municipalidad 
que el irregular y lento proceso de legalización de 
suelo se consolida como una política de legalización 
de asentamientos informales. De los 130 000 títulos 
que la Municipalidad había adjudicado hasta el año 
2004, el 43 % se entregó durante los treinta primeros 
años de legalización, esto es, entre 1967 y 1997. Sin 

En el año 2007, pese a la promesa de que                          
la Ley 37 acabaría con las ocupaciones informales, una 
nueva ley de legalización fue aprobada por el Congreso: 
la Ley 8831, cuyo fin es legalizar las nuevas ocupaciones 
informales del noroeste de Guayaquil, incluyendo el 
sector de Monte Sinaí, formado desde el año 2000. Esta 
ley se aprobó en medio de la campaña por la Asamblea 
Constituyente; el proponente fue el candidato a 
asambleísta Balerio Estacio32, dirigente barrial y político 
que promovió gran parte de los asentamientos que 
se beneficiarían con ella. En esta ley, el porcentaje de 
retención del pago a los propietarios por expropiación 
disminuía del 40 % al 20 % a favor de la Municipalidad 
de Guayaquil. 

En 2013, la Ley 88 fue objeto de la primera 
reforma, en el marco de la intervención que el Gobierno 
nacional hizo en la zona de Monte Sinaí33 con el Programa 
Nacional de Desarrollo Urbano. A medida que el PNDU 
se implementaba, se produjeron violentos desalojos34; 
esto provocó la reacción de la comunidad, que demandó 

30 Canal de riego estratégico en la región de la cuenca del Guayas.
31 Publicada en el Registro Oficial n.° 183, del 3 de octubre de 2007.
32 Balerio Estacio está vinculado con la formación de asentamientos informales 
desde inicios de los años 90 y con el PSC, partido con el cual ha obtenido algunas 
dignidades.
33 A partir de 2000, en el sector de Monte Sinaí se consolidó un modelo de produc-
ción de la informalidad con tráfico de suelo. El proceso inició con la construcción 
temporal de covachas, que poco a poco fueron sustituidas por una casa de Hogar 
de Cristo, y luego con el uso de materiales durables. Cuando el asentamiento tuvo 
algún grado de consolidación, se dictó un decreto/ley de expropiación para su 
legalización y la dotación de servicios básicos. Este tipo de políticas de legalización, 
por su carácter curativo actuando con posterioridad a la ocupación, comportan un 
alto costo urbanístico y social.

Fuente: Adaptado de Municipalidad de Guayaquil (2004). 

Gráfico 1: Títulos entregados por la Municipalidad de Guayaquil,
1993-2013 

embargo, a partir de la promulgación de la Ley 37, en 
apenas siete años (entre 1998 y 2004) se entregaron                                                 
740 000 escrituras, correspondientes al 57 %. En el 
año 2004, la Municipalidad programó la adjudicación 
de 70 000 títulos más para los próximos cuatro años; 
con ellos “se acabarían con las ocupaciones informales” 
(Municipalidad de Guayaquil, 2004).  

De los 424 000 registros catastrales existentes 
hasta el año 2004, 200 000 (47 %) correspondían a lotes 
que entraron por la vía informal. Esta experiencia fue 
presentada al Concurso Mundial de Buenas Prácticas en 
Ciudades Sostenibles, donde se resaltaron otros atributos 
de la política de legalización, como haber provisto 
“seguridad jurídica” a las familias sobre un lote de terreno 
promedio de 100 m2, a un costo promedio de U$S 1/m2 
—con un precio de mercado de U$S 5/m2—, lo cual les 
permitirá acceder a crédito formal y diversos programas 
de vivienda (Municipalidad de Guayaquil, 2004).
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34 Según informes oficiales, las familias desalojadas entre enero de 2011 y enero de 
2016 fueron 5234. 
35 El convenio se firmó el 25 de septiembre del 2018, y tiene una vigencia de doce 
meses para la escrituración de 10 000 lotes, aproximadamente (El Comercio, 2018)

que Monte Sinaí se legalizara al amparo de la Ley 88, tal 
como venía sucediendo con todos los barrios nacidos 
informales y luego legalizados. Esto implicaba abandonar 
el proceso de planificación planteado en el PNDU, que 
incluía ordenamiento territorial y regularización integral 
de los asentamientos informales, para adoptar la Política 
de Legalización Municipal, que priorizaba la titulación de 
suelo por sobre la regularización integral. La coyuntura 
electoral para la elección de alcaldes empujó la reforma de 
la Ley 88 para legalizar a todas las familias que estuvieran 
asentadas antes de 2010 —fecha de intervención con el 
PNDU—, lo que impidió a la municipalidad expropiar 
tierras de propiedad del Estado y facultó al Miduvi la 
titulación.  

En 2017, la Ley 88 sufrió una segunda reforma, en 
una nueva coyuntura electoral. La errada implementación 
del PNDU seguía provocando desplazamientos y 
reubicaciones, afectando la estabilidad de las familias e 
impidiendo su consolidación. Tampoco pudo controlar el 
avance de la informalidad, por lo que la aplicación de la 
Ley 88/2013 resultaba inviable. Estos fueron los motivos 
para reformarla, ampliando sus beneficios en favor de las 
familias que llegaron con posterioridad al año 2010, y 
poniendo como límite abril de 2017. Con esta reforma 
se beneficiaría a 10 000 familias que densificaron Monte 
Sinaí en el período 2010-2017. 

En el año 2018, Hogar de Cristo, como parte de sus 
actividades comunitarias, promovió una veeduría social 
a la aplicación de la Ley 88 en Monte Sinaí, y propuso 
una nueva reforma a través del asambleísta Héctor Yépez, 
presidente de la Comisión de Participación Ciudadana y 
Control Social, para que fuera la Municipalidad y no el 
Miduvi el organismo que entregara las escrituras, dada la 
manifiesta incapacidad en la implementación del PNDU. 
En la coyuntura electoral de 2019, el alcalde Nebot, 
que siempre había manifestado su no competencia en la 
legalización del Monte Sinaí, solicitó al Miduvi realizar 
un convenio35 para agilitar la entrega de escrituras, 
facultad que había perdido con la reforma de la Ley 88 
del año 2013. Este convenio ratificó el cambio de la 
naturaleza del PNDU, de ser una intervención orientada 
a la regularización urbana a privilegiar la legalización del 
suelo de ocupaciones de facto. Hasta la presente fecha, no 
se ha entregado aún ninguna escritura.  

En la coyuntura electoral de 2019 también volvió a renacer 
la práctica de las “invasiones” en el sector de Monte Sinaí 
y zonas aledañas —conocidas como La Ladrillera, donde 
la informalidad se expande con menos controles—, por 
parte de candidatos a concejal de la Municipalidad de 
Guayaquil, con lo cual estaríamos asistiendo al retorno 
del modelo de reproducción de la informalidad que quiso 
ser revertido con el PNDU.  

A manera de cierre 

En los últimos 30 años, Guayaquil casi ha duplicado 
su población y triplicado el suelo urbano, lo que alteró 
significativamente la densidad urbana, que en el mismo 
período disminuyó en un 60 %, valores bien alejados de 
los óptimos de densificación en otras ciudades del mundo: 
240 hab./ha (Hermida et al., 2015). Las bajas densidades 
urbanas están directamente relacionadas con un modelo 
de ciudad dispersa, que consume suelo urbano y demanda 
altas inversiones en infraestructura y movilidad, con lo 
que genera impactos negativos tanto ambientales como 
económicos y sociales. La mancha urbana de Guayaquil 
no solo crece de forma dispersa, sino que este crecimiento 
se caracteriza por el acelerado aumento de suelos de 
carácter informal, que hoy componen el 67 % del 
suelo urbano. Este comportamiento está vinculado a las 
políticas públicas, nacionales y locales en el campo del 
desarrollo urbano y la vivienda.  

Ecuador adoptó las políticas neoliberales de 
los años 90, que en el campo urbano propiciaron la 
privatización de los servicios básicos y de infraestructura. 
La privatización del servicio de agua potable en Guayaquil, 
por ejemplo, significó un ajuste de la tarifa a precios 
reales, así como una priorización en la extensión de redes 
hacia las zonas con demanda solvente, en tanto que los 
sectores informales quedaron rezagados a ser atendidos 
posteriormente a su consolidación y legalización, en 
un promedio de quince años desde su formación. En 
las zonas urbanas donde, por falta de red de agua, las 
familias se proveen por medio de tanqueros, el costo del 
servicio es cinco veces mayor que el formal. El servicio 
de alcantarillado, que exige altas inversiones, registra 
importantes déficits. 

En el campo habitacional, el Estado deja de 
producir vivienda para convertirse en un facilitador de 
la ofertada por la empresa privada, con el incentivo de 
un subsidio habitacional; con ello se institucionaliza 
la política de vivienda social de mercado. Los escollos 
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más importantes de este modelo son la escasez y el alto 
costo del suelo, que incrementan el valor de la vivienda. 
Por estas circunstancias, no hay oferta para los sectores 
de menores recursos, que no tienen capacidad de pago 
ni de endeudamiento, y/o la oferta de vivienda social se 
localiza muy lejos de los centros urbanos, donde el suelo 
es barato por la ausencia de servicios públicos. De esta 
forma, amplios sectores quedan excluidos de la política de 
vivienda social de mercado.  

Para el caso de la ciudad de Guayaquil, la 
modalidad del subsidio habitacional construcción de 
vivienda en terreno propio fue ampliamente aceptada 
en los asentamientos informales regularizados, que es 
justamente donde se localiza el déficit cualitativo de 
la vivienda en Guayaquil. De esta forma, el subsidio 
sirvió para que las familias iniciaran o continuaran con 
el proceso de construcción de su hogar. La ausencia de 
planes de vivienda para los sectores de bajos ingresos y 
la generalización de la aplicación del subsidio en barrios 
informales legalizados refuerzan la imagen de que, para 
la familia popular, la vía para acceder a una vivienda es 
tener un terreno legalizado con el que pueden aplicar 
al subsidio habitacional que entrega el Estado. De esta 
forma, tanto la política de subsidio habitacional del 
Miduvi como la política de legalización de suelo informal 
actuaron incentivando y dinamizando el crecimiento del 
suelo informal.  

En la política de vivienda municipal, el subsidio 
del Estado no se dirige a la demanda (como en el caso 
del Miduvi) sino a la oferta (empresa constructora), a 
través de la entrega de suelo urbanizado por parte de la 
Municipalidad. Las constructoras ofrecen una vivienda 
terminada a precio de mercado, con financiamiento 
de las bancas pública y privada. Para acceder a ella, las 
personas deben calificar dentro de indicadores sociales y 
económicos definidos por la Municipalidad y la banca, 
respectivamente. Por su naturaleza, este tipo de programas 
está dirigido a la clase media.  

La otra modalidad que oferta la Municipalidad es 
la venta de terrenos. A través de esta vía, se ha destinado 
el 20 % del suelo para la venta a beneficiarios directos. 
Este programa sí está al alcance de las familias más 
pobres, porque su capacidad de endeudamiento les 
permite comprar el suelo urbanizado y no la vivienda. 
Posteriormente, las familias inician su proceso de 
autoconstrucción en función de sus necesidades y 
posibilidades económicas. 

La política de vivienda municipal refleja claramente 
una política de vivienda de mercado, que deja de ser 
considerada un bien social para convertirse en una 
mercancía con valor de cambio, altamente subsidiada por 
el Estado. Este tipo de políticas de vivienda está claramente 
orientado a dinamizar el sector de la construcción antes 
que a resolver el problema habitacional de las grandes 
mayorías. Sin importar el número de viviendas que se 
pongan en el mercado, jamás se llegará a cubrir el déficit 
habitacional existente.  

El proceso de privatización de los servicios 
públicos emprendido por la Municipalidad de Guayaquil 
exigió catastros urbanos actualizados, con el fin de 
garantizar el cobro de los servicios. Esto se enfrentó con 
la existencia de una gran cantidad de lotes sin escrituras, 
cuya legalización exigió reformas legales y administrativas. 
Estas se aceleraron debido a la unificación de las leyes y a 
su aplicación a todo el suelo informal existente en el año 
1997.  

Las políticas de legalización de esta naturaleza 
actúan reproduciendo la informalidad, ya que se aplican 
ex post asentamiento; son políticas de carácter curativo, 
antes que preventivo. Además, generan altos réditos 
económicos para los propietarios de tierras y traficantes 
de suelo, que cobran anticipadamente los beneficios 
derivados del aumento del valor del suelo, una vez que 
se lo legaliza y dota de servicios públicos con inversiones 
del Estado. Para los políticos también representan altos 
réditos, pues la urbanización informal es una fuente 
de clientelismo político que mantiene el control de las 
comunidades que esperan legalización, servicios básicos y 
equipamiento social.  

Pensando en algunas alternativas 

Permitir que la vivienda opere bajo las reglas del mercado 
ha significado no solo la exclusión de amplios sectores de 
población de bajos recursos del acceso a vivienda digna, 
sino también la desarticulación de las políticas urbanas 
y la generación de nuevos espacios altamente segregados, 
social y espacialmente. Si bien el surgimiento de los 
asentamientos informales es un fenómeno de mediados 
del siglo XX —y, por lo tanto, una problemática de 
carácter estructural e histórico—, su persistencia y 
magnitud han sido agravadas por las políticas neoliberales, 
que generaron más exclusión y el crecimiento de las 
desigualdades urbanas. Por esta razón, los asentamientos 

www.flacsoandes.edu.ec



Informalidad urbana y políticas habitacionales en la ciudad de Guayaquil, Ecuador (1990 y 2018)

74

ISSN
: 2588-0985

Páginas 61 - 76

N.° 5

Mayo - Noviembre 2020

informales deben ser pensados en un marco muy amplio 
de políticas sociales de reducción de la pobreza, capaces 
de transformar el patrón de exclusión heredado.  

Ni las políticas de vivienda generadas por el Estado 
de bienestar, ni las que llevan la impronta del mercado han 
sido respuestas adecuadas a las necesidades habitacionales 
de los grupos más pobres. Desde la I Conferencia Mundial 
sobre Vivienda y Desarrollo Urbano de las Naciones 
Unidas (1976), los asentamientos informales fueron 
materia de preocupación, y se alertó sobre la necesidad 
de políticas públicas que potenciaran los procesos de 
producción social del hábitat. El informe de la relatora 
de la ONU sobre vivienda adecuada plantea la necesidad 
de pensar la vivienda con un enfoque de derechos y como 
estrategias de vivienda “que operan en un plano más 
elevado de las políticas y programas de vivienda y se basan 
en una visión de cambio estructural que habrá de lograrse 
con el tiempo” (ONU, 2018).  

Las estrategias de vivienda deben integrar tanto 
políticas urbanas como habitacionales, insertas en un 
sistema de reproducción social que las familias de bajos 
ingresos ponen en marcha en procura de resolver sus 
necesidades vitales, lo cual implica volver la mirada a los 
espacios del desarrollo local y a la economía popular. El 
hábitat popular —vivienda, barrio, comunidad— es un 
espacio de autogestión colectiva de las condiciones de 
producción y reproducción de una economía para la vida 
que, sustentada en el valor de uso, difiere completamente 
de las lógicas del capital inmobiliario presentes en las 
políticas de vivienda de mercado, que conciben a la 
vivienda y al hábitat como un valor de cambio (Coraggio, 
2011: 386).  

Fortalecer el hábitat popular es reconocer a su 
población como sujeto portador de su transformación, 
con todas las capacidades de ser protagonistas de sus 
cambios, a través de la valoración de su capital social y 
de una verdadera participación en las decisiones referidas 
a las estrategias que se diseñen y se emprendan. Estos 
principios se encuentran presentes en lo que se conoce 
como procesos de “producción social del hábitat”36, que 
son otra cosa que la potenciación del capital social que 
las familias poseen y que permite satisfacer valores de 
uso vinculados con el consumo y el trabajo productivo; 

organizar el trabajo en la unidad doméstica; valorizar el 
capital de las familias de los sectores populares; contribuir 
al despliegue y fortalecimiento de lazos de cooperación y 
solidaridad; y generar sinergias en ámbitos más complejos 
de la promoción del desarrollo local (Ortiz, 2007). 

En la práctica, esto significa: 1) fortalecer los 
procesos de autoproducción del hábitat con asistencia 
técnica y recursos suficientes y necesarios, devolviendo a 
las comunidades el derecho de construcción que se les ha 
quitado, al negarles el título de “beneficiarias” que hoy 
tienen las empresas constructoras; 2) crear bancos de tierra 
para vivienda social, de manera que esta sirva al desarrollo 
urbano y no a la especulación; 3) generar suelo servido que 
pueda ser ofertado a las comunidades de bajos recursos; 4) 
captar las plusvalías generadas por la inversión pública en 
favor de la vivienda social y el desarrollo local; 5) ampliar 
a otras formas de propiedad del suelo y la vivienda, 
como suelo de propiedad colectiva, vivienda de alquiler, 
etc.; y 6) hacer efectivos los derechos constitucionales a 
la vivienda y la ciudad, así como generar las normativas 
urbanas para su viabilidad en los contextos urbanos.  
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